
  
    [image: Cubierta]
  


  
    [image: Portada]
  


  
    Introducción


    El cuarto gobierno kirchnerista está llegando a su fin en la Argentina. De algún modo, siempre hubo una causa que contribuyó a que esta corriente nefasta del peronismo accediera una y otra vez al poder durante los últimos veinte años. Y a muchos nos asombra y nos llena de vergüenza precisamente el hecho de que ese conjunto abyecto de funcionarios, esa oligarquía cínica y corrupta haya conseguido salirse tantas veces con la suya. Pero esa fue la realidad y ahora únicamente nos queda la tarea de impedir que vuelvan y la de reconstruir la nación desde las ruinas que ellos nos dejan. Si fracasamos en el intento, no solo podrán regresar con más fuerza, sino que cumplirán su sueño de establecer una dictadura al estilo venezolano o nicaragüense. Por eso es necesario que el pueblo entienda la necesidad de realizar un esfuerzo importante; uno más, con la diferencia de que en esta oportunidad el sacrificio será fructífero y no inútil, como el que el populismo le impuso hasta el momento.


    La situación caótica que, armada por un conjunto de corporaciones, precipitó la caída del gobierno de la Alianza y que se acentuó después de la renuncia de Fernando de la Rúa; el alza inusual de los precios de los cereales que posibilitó que el parasitismo militante esquilmara al campo en beneficio de su permanencia; el resentimiento que el matrimonio gobernante supo sembrar en amplias capas de la sociedad bajo la dirección y la tutela del pensador posmarxista Ernesto Laclau; todo eso sumado al engaño de la moderación con el experimento después fallido de Alberto Fernández, fueron las principales causas de una nefasta hegemonía que hoy nos parece eterna, no solo a quienes siempre la repudiamos, sino incluso a un número significativo de sus antiguos votantes.


    Esta vez, el populismo demagógico se queda sin dinero, pero está haciendo y hará todo lo posible para dejar un incendio a las puertas de su sucesión. De ahí la importancia de la persistencia y del coraje de quien deba conducir los destinos del país en adelante.


    Se pide con insistencia a la oposición planes de gobierno y, como aquí se muestra, los tenemos. Pero una vez más, sin la determinación y el valor necesario para llevarlos a cabo, el mejor proyecto puede convertirse en papel mojado o, peor, papel quemado por el fuego de los desmanes con los que los sectores privilegiados de una larga tradición corporativa pretenderán conservar el statu quo y derrocar a quienes estén al frente de la conducción del Estado.


    Nadie sabe en qué situación estará el país al final de este último mandato kirchnerista, por lo que no serán pocas las cosas a corregir sobre la marcha; pero, como lo señala el escritor Umberto Eco, es mejor tener un itinerario e introducirle correcciones que no tenerlo. Sin embargo, quiero avisar al lector que no es este un libro técnico que describa de manera pormenorizada las medidas de un programa de gobierno. Por cierto, si bien tengo ese programa en mis manos, resultado de un fructífero intercambio llevado a cabo durante años con mis equipos de especialistas, la inclusión de un texto de ese tipo, con estadísticas, gráficos y hasta proyectos de leyes y decretos, resultaría abrumadora e inadecuada para el estilo de esta obra.


    Si este fuera un programa de gobierno, tendría que haber abarcado todas y cada una de las áreas de la Administración Pública. Lejos de eso, lo que he buscado es la exposición de un estilo propio de resolución de los problemas que, debido a su urgencia y gravedad, deben encararse en las primeras veinticuatro horas de un nuevo gobierno. No todos podrán solucionarse dentro de ese brevísimo término, pero sin duda la puesta en marcha de las reformas tiene que impulsarse desde el primer día.


    Mis constantes visitas a pueblos y ciudades del interior del país y del Gran Buenos Aires y mis conversaciones, en cada lugar, con los ciudadanos que trabajan en las más diversas actividades me han permitido describir aquí esos problemas mediante la narración de anécdotas, hechos reales y soluciones específicas, alejadas del palabrerío abstracto que a nada conduce. Sobre todo, creo haber demostrado, a lo largo de este desarrollo, la importancia medular del coraje y la determinación para las profundas reformas que hay que llevar a cabo en esta etapa, en la que resulta imprescindible desarmar la burocracia y las mafias que desde hace décadas frenan el progreso de la Argentina. Así lo comprobé una vez más durante el período en el que estuve al frente del Ministerio de Seguridad de la Nación, entre 2015 y 2019, cuando encerré a las peores organizaciones criminales y desenmascaré a los grandes mentirosos de la política.


    Al mismo tiempo, la fuerza del cambio debe ser compatible con un gobierno republicano, libre, abierto al mundo, productivo, educado, con una valoración especial de la cultura, del esfuerzo individual y colectivo y, fundamentalmente, que busque el bienestar del conjunto.


    Espero que el lector disfrute de este libro con la misma satisfacción que sentí cada vez que pude comprobar que la tenacidad y la fortaleza dan sus frutos en beneficio de todos.


    PATRICIA BULLRICH
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 Un día después del caos



    El retorno de los déspotas


    El caos es la peor situación que puede sobrevenir a una nación. Y tal vez el término “sobrevenir” no sea siempre el correcto, porque indicaría que se trata de algo que llega desde arriba, que se presenta inesperadamente, por lo general como un producto de la fatalidad o hasta de pasiones que se van descontrolando. Tal es el caso de una tragedia natural, como el huracán Mitch sobre Honduras y Nicaragua, en 1998; el terremoto en Haití, en 2010, que dejó alrededor de 200.000 muertos, o aun una guerra, como la que estalló tras la invasión de Rusia a Ucrania y que destruyó ciudades enteras. Pero en numerosas ocasiones el caos es el resultado de decisiones deliberadas; generalmente de un gobierno, al menos en forma directa, pues son precisamente los gobiernos los que ejercen un poder capaz de alcanzar a un pueblo entero y aun a generaciones futuras.


    Cuando se trata de un gobierno elegido en un sistema democrático, uno podría también remontarse en la búsqueda de responsabilidades hacia el voto que lo llevó al poder, como una causa mediata de la devastación de un país por los funcionarios. Pero ese es, a pesar de todo, el precio de la libertad de elegir, un bien irrenunciable y de inestimable valor, cuando esa libertad es verdadera y no producto de un fraude. Vale, al respecto, la famosa sentencia de Winston Churchill en su discurso a la Cámara de los Comunes, el 11 de noviembre de 1947: “La democracia es el peor sistema de gobierno, con excepción de todos los demás”.


    En algunos casos, debo confesar que me cuesta comprender el voto contumaz. Hugo Chávez fue elegido presidente de Venezuela en 1998, a pesar de haber encabezado un fallido golpe de Estado contra el presidente Carlos Andrés Pérez, en 1992, una acción que rompía una inquebrantable tradición democrática que hasta entonces existía en su país. Fue reelegido una y otra vez y modificó la Constitución para permanecer en el poder, como logró hacerlo hasta su muerte, cuando lo sucedió Nicolás Maduro, quien ejerció un despotismo más severo que el de su antecesor, con una férrea limitación de libertades fundamentales de los ciudadanos, una represión sanguinaria y brutal y la destrucción económica de un país que posee una de las grandes reservas de petróleo del mundo.


    Estos análisis nos hacen entender que el cuidado de la democracia, sus instituciones, su comprensión como una forma de vida, al decir de Tocqueville, no es un tema menor. Una democracia sin fisuras y un capitalismo de reglas parejas —en el que el juego de cartas marcadas, que siempre anticipa quién será el ganador, no tenga hendijas para penetrar— son la mejor situación para evitar la instalación de regímenes autoritarios, que ingresan en el poder prometiendo democracia y libertad y construyen lo opuesto.


    En la Argentina, los Kirchner se las ingeniaron recurrentemente para aparecer distintos a lo que ellos mismos mostraron en cada oportunidad que estuvieron en el gobierno: en 2003 con Néstor Kirchner; en 2007 y 2011 con Cristina Fernández, su esposa y después su viuda, y en 2019 con Alberto Fernández, apenas una máscara de su vicepresidente, Cristina Fernández de Kirchner. Ella fue quien ejerció verdaderamente el poder, a contramano de la promesa del candidato de “volver para ser mejores” y del compromiso de moderación del que ambos se burlaron desde el primer instante en que pisaron sus despachos. Siempre fueron autoritarios, desde la gobernación de Néstor Kirchner en la provincia de Santa Cruz, antes de su presidencia; pero en forma previa a cada elección se cuidaron de mostrar una imagen levemente suavizada. Les bastó con eso. Ninguna moderación podía tapar, sin embargo, el saqueo con el que vaciaron las riquezas de un país como la Argentina, una expoliación que concluyó en una inflación espeluznante, el agotamiento de todas las reservas del Banco Central y un nivel de pobreza inexplicable en una de las naciones con mayor potencial alimentario en el mundo. Uno solo de sus testaferros acumuló tierras por una superficie veinte veces mayor a la de la ciudad de Buenos Aires, mientras los empresarios verdaderos, los creativos, los que se arriesgaron con inversiones y generaron empleo, fueron expulsados hacia países vecinos por las condiciones económicas y fiscales incumplibles que el gobierno les impuso. Es claro dónde fue la riqueza de Argentina: a la creación de una sociedad de dependientes. El Estado, es decir la burocracia, creció 95% durante los tres anteriores mandatos kirchneristas. Ese feudalismo del siglo XXI implicó cada vez menos producción y trabajo genuino, más impuestos y menos empresas. Cuesta incluso imaginar el buen porvenir que tendríamos si el dinero robado o malgastado se hubiera empleado en infraestructura, crédito, conectividad y fomento a las exportaciones.


    El populismo se ha encargado de construir una ruptura social, un enfrentamiento de clases, una especie de marxismo de baja intensidad que destruye la riqueza y genera la ilusión de un reparto de la poca que queda.


    Hay algo en América latina que provoca el retorno de regímenes expoliadores una y otra vez. Cuando llegan, viven de las riquezas que se produjeron durante las administraciones responsables, que por ese mismo motivo no las dilapidan. Los saqueadores, en cambio, se apropian en buena medida de esas riquezas mediante la corrupción y la fórmula del capitalismo de amigos; es decir, la creación de un sistema de empresas “del poder” que destruyen el capitalismo productivo y competitivo cuya vara es la ley igual para todos. Al mismo tiempo, procuran distribuir migajas a uno y otro lado, de manera de parecer generosos con el pueblo.


    El modelo populista intenta construir un pensamiento hegemónico sobre la idea de que el único sustento de la gobernabilidad está en las formas antiliberales, no institucionales y por fuera de la ley. La convicción que sus impulsores intentan instalar consiste en que solo con su modelo de poder es posible gobernar. Cuando los pueblos declinan su energía para confrontar ese sistema, crece la ilusión del populismo como solución siempre a mano. Así es como esos gobiernos buscan bajar las barreras de lo tolerable, paso a paso, hasta que la idea de lo inevitable se hace carne en el pueblo.


    Si en determinado momento esos regímenes incurren en excesos intolerables y los habitantes terminan sufriendo las condiciones económicas y de inseguridad en un grado mayor al esperado, puede suceder que pierdan una elección. Llegada esa situación, la nación tal vez tenga la suerte de recibir, otra vez, a un gobierno responsable. Entonces los nuevos funcionarios tratarán de equilibrar las cuentas y poner en orden la casa, en vez de distribuir lo que no les pertenece. Cuando en ese camino los sorprende el fin de su mandato antes de llegar a mostrar los buenos resultados de una economía sana, los más damnificados vuelven a recordar las migajas que caían de la mesa de los corruptos y pretenden “el regreso a Egipto”, a la esclavitud del faraón.


    La decisión de combatir lo inadmisible es, quizás, en el campo de la lucha cultural, el mayor desafío que tenemos por delante. La conciencia ha comenzado a mostrar un límite, pero ahora hay que convertir esa frontera en un sano inconformismo, en la determinación a no resignarse con la simple aspiración a no caer más bajo cuando en realidad se demanda la fuerza de un cambio valiente, potente y masivo.


    La lección del caos


    ¿En qué momento se interrumpe ese triste ciclo? En el instante en que estalla el caos, cuando los efectos del latrocinio, la decadencia y el empobrecimiento general del país se van de las manos de los saqueadores y no quedan siquiera las migajas con las que en el pasado hacían demagogia. Entonces cunde el descontento y los pueblos padecen un sacrificio tan cruel que llegan a comprender el valor de la libertad y del orden y están mejor dispuestos a soportar algunos esfuerzos a condición de que se ponga fin a la anarquía, la más intolerable de todas las situaciones sociales. Es en tales condiciones cuando resulta viable que los “Churchill” del momento puedan volver a pedir, si bien no ya “sangre, sudor y lágrimas”, como lo hizo el líder británico en la guerra, al menos sudor, sin recibir catorce toneladas de piedras por declarar la verdad sobre el estado de la nación.


    Esa es, tal vez, una “ventaja” del caos: los beneficios de la lección aprendida después de haber reprobado ante sí mismo los exámenes. Pero hay otras: la posibilidad de efectuar cambios de raíz, quemar las naves de la apropiación del Estado para que el populismo no retorne y así poder realizar modificaciones profundas en la Administración Pública y en el mundo de las reglas intrincadas que impiden el progreso de las personas. En esas circunstancias, algunas de esas mejoras serán inmediatamente visibles y otras incluso capaces de cambiar la vida y el estado de ánimo de la población de un día para el otro. Y eso sucederá porque las fuerzas de la expoliación estarán demasiado debilitadas y demasiado desprestigiadas como para reaccionar contra las reformas.


    La convicción es el carácter del cambio. Un cambio sin convicción alienta al populismo a esperar otro turno para sí. Uno con convicción puede vencerlo y construir un sistema de alternancia, no ya con aquellos que destruyen las bases de la República, sino con actores democráticos para quienes la capacidad de buscar acuerdos se funde en valores compartidos. Para ello, el populismo debe desaparecer como elemento de la alternancia política. Es un “nunca más” al retroceso, al estancamiento y a la apropiación de la Argentina por una casta de privilegiados.


    Tal vez, el ejemplo más claro, por resultar extremo, sea el de la Alemania de posguerra, arrasada a causa de sus propios horrores y, sobre todo, por haber generado los momentos más crueles, despóticos, inhumanos e incalificables de la Historia. Humillada por la derrota y la vergüenza a consecuencia del régimen que soportó, destruidas sus ciudades por el fragor de la guerra, avasallada por el avance de las tropas rusas y sus excesos en las ciudades, partido al medio su territorio, aniquilada su capacidad industrial, la nación parecía no tener destino. Fue entonces cuando un líder como Konrad Adenauer, a partir de 1949, precisamente el año de la división del país, se puso Alemania Occidental al hombro, la recorrió ciudad por ciudad, levantó el ánimo de los líderes locales, restableció las buenas relaciones con Francia, Inglaterra y los Estados Unidos y sentó los fundamentos de lo que hoy es la Unión Europea. El resultado de aquel esfuerzo fue el resurgimiento de un país que en nuestros días es la mayor potencia industrial de Europa, que derribó el muro que lo dividía y que, para 1990, su mitad sana fue capaz de acoger fraternalmente, con ingenio y generosidad, a su mitad sofocada por la dictadura comunista y brindarle el mismo bienestar del que ya gozaban sus hermanos de Alemania Occidental.


    Los países de América latina y, entre ellos, la Argentina, tienen la capacidad de llevar a cabo un cambio comparable al alemán, si realmente sus ciudadanos llegaran a entender las consecuencias de los gobiernos con vocación totalitaria y entonces desterraran para siempre de sus ideales las falsas promesas que los demagogos levantan.


    Con el esfuerzo de todos y el liderazgo de un nuevo gobierno, dispuesto a encarar con coraje las reformas que habían sido una y otra vez bloqueadas, es posible que de un día para el otro una nación vea la luz de una esperanza fundada y no de ilusiones simplemente motivadas por el deseo.


    Algunas de esas reformas serán incluso capaces de provocar un impacto real desde el primer momento, bien sea porque su implementación puede llevarse a cabo instantáneamente o porque el mero hecho de ponerlas en marcha significará ya una señal clara para las fuerzas productivas locales o de inversores extranjeros que quieran asociarse a un cambio que se presentará indefectible. Solo en ese clima los habitantes más favorecidos por la liberación de sus energías creativas serán capaces de tender una mano a las víctimas de la prédica demagógica y asociarlas beneficiosamente a su suerte, mediante el trabajo, como Alemania Occidental lo hizo con sus hermanos hasta entonces dominados, aplastados y empobrecidos por el comunismo.


    Por cierto, esos cambios deben estar planeados de antemano hasta el detalle, porque resulta imprescindible lanzarlos en las primeras veinticuatro horas, antes de que el pueblo, escéptico después de una interminable serie de engaños padecidos, pierda las pocas o muchas esperanzas que todo comienzo genera en mayor o menor medida.


    La tecnología hoy facilita esas transformaciones al disminuir la discrecionalidad arbitraria de los funcionarios, devolver el poder que nunca debió haber sido arrebatado a los individuos y desarmar de tal modo las estructuras que traban la producción y el comercio, como para que nunca más esos motores del retroceso puedan volver a ser puestos en marcha.


    La eliminación de cargas impositivas y laborales, la simplificación de los sistemas administrativos, la seguridad y el orden como demostración más visible de la vigencia del Estado de derecho y la transparencia en las compras del Estado son apenas algunas de las nuevas medidas.


    Los ejemplos de la realidad que hoy padecen todos aquellos que quieren emprender un pequeño o gran negocio que abra nuevas fuentes de trabajo son muchos más que los que cada uno es capaz de observar desde su propio sufrimiento. Tantos, que ni siquiera pueden ser abarcados en un libro. Sin embargo, algunos ejemplos bastarán para que se advierta hasta qué punto se traba artificialmente el crecimiento y cómo es posible liberar las energías creativas cuando realmente existe la convicción de hacerlo y el coraje para enfrentarse a quienes busquen impedir la transformación. Ellos, al fin y al cabo, un día después del caos estarán más debilitados que nunca.

  


  
    
2 
 Basta de trámites



    Un barril sin fondo


    Fernando es un médico que, en 2016, se decidió a cursar una maestría en la Facultad de Medicina de la Universidad de Buenos Aires, donde él se había graduado varios años antes. Mientras cursaba, ya tenía su idea respecto de la tesis que iba a presentar, pero en 2018 tuvo que impulsar la apertura de un expediente para que le aprobaran su proyecto. Una vez que su propuesta tuviera luz verde, había que abrir otro expediente con la tesis ya escrita y desarrollada y pedir la formación de un jurado a fin de defenderla ante un tribunal de especialistas. Solo en 2021 le avisaron que el jurado ya había sido nombrado. Sin embargo, cuando Fernando averiguó por los nombres de los integrantes del tribunal, supo que ellos no estaban al tanto de su designación. No tuvo más novedades y, en 2022, comenzó a llamar a la universidad, decidido a emplear su propio y valioso tiempo en la frustración de marcar y quedar esperando minutos y horas en la línea. Finalmente le avisaron que el jurado se reuniría para escuchar la defensa de su tesis en mayo de 2022, algo que efectivamente sucedió y Fernando aprobó la maestría. Comenzó entonces a averiguar por su título de posgrado, a lo cual le contestaron que lo habían enviado al Consejo Directivo para que lo validaran. En agosto preguntó a la Dirección de Maestría qué había sucedido. Le entregaron entonces un acta con la resolución del consejo que validaba el diploma. La resolución llevaba fecha de mayo, pero nadie le había avisado. Así y todo, Fernando estaba contento, en la suposición de que ese era el trámite final; pero no fue así. Le notificaron sobre una serie de instrumentos que debía enviar a la Dirección de Títulos, tales como una copia de su documento de identidad y el título de grado.


    Estos nuevos requerimientos ya eran bastante asombrosos. Se supone que la facultad, que era la misma donde Fernando se graduó, tenía su título y, por cierto, cuando lo admitieron para la maestría, debieron revisar su identidad y verificar que el aspirante fuera un graduado. ¿Cómo lo iban a admitir para cursar un posgrado sin verificar si tenía título de grado? De cualquier modo, Fernando envió todo por correo electrónico a la Dirección de Títulos, pero nunca le respondieron. Nuevamente, las llamadas de teléfono, hasta que alguien atendió al otro lado de la línea y le informó que, para seguir el trámite, él debía llevar los expedientes por los cuales había tramitado su propuesta de tesis y el pedido de constitución del jurado. Esto ya resultaba descabellado. ¿Para qué querían un expediente con la propuesta de tesis y otro con el pedido de constitución del jurado, si el jurado ya había aprobado la tesis y eso constaba en las actas de la universidad? Además, como los expedientes eran anteriores a la informatización, debían pedirlos al archivo y digitalizarlos. Solo entonces comenzaría la supuesta última etapa del trámite del título o, al menos, así lo creía Fernando. Cuando había completado las insólitas exigencias de la universidad, el mago de la burocracia sacó un nuevo conejo de la galera.


    Tal como lo esperaba, Fernando obtuvo la resolución administrativa que ordenaba otorgarle el título, pero alguien —de los que nunca faltan— advirtió que su nombre figuraba únicamente en los “considerandos” de la decisión, pero no en su parte resolutiva. Tras los argumentos que lo mencionaban con su nombre y apellido, la disposición expresaba: “Por tanto, se le otorga el título…”, en lugar de figurar algo como: “Por tanto, se otorga a Fernando… el título…”.


    Al cierre de esta edición, Fernando seguía intentando cruzar los interminables diques de la burocracia. Hay miles de personas esperando el fin de trámites inútiles en la Argentina.


    Federico es un jubilado de 77 años. Su mujer, Estela, tiene la misma edad y ambos cobran el haber mínimo después de más de cuarenta años de trabajo. Por tanto, él inició las gestiones para un subsidio que otorga el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires para jubilados que estén en esa situación y alquilen un inmueble para su vivienda. Cuando al cabo de diez días acudió a las oficinas a consultar sobre su expediente, la empleada que lo atendió puso cara de asombro mientras miraba el monitor y enseguida llamó a la supervisora. Ambas dialogaron unos segundos en voz baja y Federico quiso saber qué problema había.


    —¿Su mujer está muerta? —preguntó la chica con expresión de incredulidad.


    —No; si no pasó nada en esta media hora, acabo de dejarla bien en casa —respondió Federico con una mezcla de fastidio e ironía.


    —Bueno; acá en el sistema figura que falleció —insistió la administrativa.


    El diálogo sobre la absurda noticia continuó durante unos minutos, al cabo de los cuales le sugirieron a Federico presentarse en el Registro Nacional de las Personas a fin de verificar cómo figuraba allí su esposa.


    Federico no perdió tiempo y, desde ahí mismo, se encaminó hacia el Renaper, donde lo atendió un funcionario que escuchó atentamente la explicación.


    El empleado del registro consultó su propia computadora, donde Estela figuraba viva.


    —Bueno —indicó entonces—; tiene que iniciar un expediente que va a Asuntos Legales y pagar un sellado de 1600 pesos, para que los abogados dictaminen que hay un error. Y usted, con la resolución del Renaper, puede hacer corregir la falla donde quiera que esté.


    —Yo no voy a pagar nada —le respondió Federico—; el error es del Estado y no nuestro. Mi mujer está viva.


    Después de una breve discusión, el funcionario aceptó que Federico pagara solo una tasa de 300 pesos por el inicio del trámite, pero le informó que la resolución podía demorar alrededor de cuarenta días.


    Federico estaba cada vez más enojado. Con una demora de cuarenta días, su mujer no cobraría la próxima jubilación y, probablemente, tampoco la siguiente. El empleado del registro le confió que ya se habían presentado varios casos así en los últimos meses.


    Ya en su casa, Federico, junto con su esposa, ingresó en el portal de ANSES y ambos vieron que allí no había novedades. Estela seguía viva al menos para dos organismos estatales.


    Aparentemente, el error procedía del Registro Civil Electrónico.


    ¿Entonces la tecnología podría fallar? No hubiera fallado si todo hubiese estado interconectado en una red inalterable, una red organizada de forma tal que, si alguien cometiera un error, ese error fuera rechazado por el sistema, ya que chocaba con los datos de los demás registros.


    No volví a encontrarme con Federico para que me contara qué ocurrió finalmente con la jubilación de Estela.


    Romualdo se decidió, después de haber perdido una pierna a consecuencia de un accidente, a tramitar el certificado de discapacidad que otorga ANDIS, la Agencia Nacional de Discapacidad. Se trata de un beneficio que le da lugar al libre estacionamiento y a la posibilidad de no pagar la patente de su vehículo, algo adecuado a quienes tienen alguna dificultad de desplazamiento. Le costó averiguar cómo hacerlo, hasta que alguien le dijo que debía comenzar el trámite en el municipio que correspondiera a su domicilio y que, solo después de completar allí las gestiones, el expediente se elevaría a la Administración Nacional para que le expidieran el certificado, si así correspondiera.


    Romualdo, quien vivía solo, tuvo que acercarse, con todas las dificultades de movilidad que se le presentaban, a la municipalidad de Tigre, donde le entregaron un formulario para que llenara un médico. También era necesario adjuntar los estudios de imágenes que acreditaran su problema. Él no tenía médico de cabecera, de manera que pidió un turno en un hospital. Lo obtuvo para después de dos meses y, gracias al empeño del profesional que lo atendió, consiguió que ese mismo día le hicieran las radiografías de la zona del corte en su miembro inferior. De lo contrario, hubiese debido esperar otros dos meses para obtener un nuevo turno. Además, ni la fecha de firma del formulario ni los estudios radiológicos que debía presentar podían tener más de seis meses.


    El trámite no duró demasiado —para los parámetros a los que estamos acostumbrados— y, aproximadamente en noventa días más, Romualdo consiguió su certificado de discapacidad. ¡Un certificado con validez de cinco años! Al cabo de ese período, debería hacer el mismo recorrido. Eso sí le causó indignación. ¿Es que acaso le iba a crecer la pierna en esos cinco años? ¿Por qué lo sometían a un nuevo desgaste ante un problema irreversible?


    Al tiempo de esta descripción, ya no falta mucho para que Romualdo tenga que volver a acreditar, ante la burocracia, que le falta una pierna.


    Está claro que estos casos no son los únicos en su tipo. Así como se afecta a los particulares con la burocracia, también se perjudica —en mayor medida económica— la elaboración y venta de productos que generan empleo y producen divisas para el país.


    Nicolás es un joven de 28 años que soñaba con formar su propia bodega de vinos gourmet. En realidad, tenía 28 cuando inició los trámites destinados a cumplir ese anhelo. Se reunió con Benjamín, un amigo de su edad, y ambos juntaron sus ahorros, que resultaban suficientes, ya que ellos no preveían comprar inmuebles ni instalaciones, sino alquilarlos, al menos en los primeros tiempos. Lo primero que les aconsejaron hacer fue la constitución de una sociedad, tanto para formalizar la manera de distribuir gastos y ganancias como para proteger sus patrimonios personales. Así fue como comenzaron a leer las instrucciones en el portal web de la Inspección General de Justicia, el órgano nacional que se encarga de aprobar las sociedades en la ciudad de Buenos Aires. Esto les llamó la atención. ¿Por qué el gobierno nacional ejercía autoridad sobre las sociedades porteñas, mientras todas las provincias contaban con su propio órgano? Pero, después de todo, esto no era cosa de ellos y, al fin y al cabo, una sociedad en la capital del país tenía su valor agregado o, al menos, así les pareció.


    Ambos redactaron un estatuto, de acuerdo con el modelo que el mismo organismo aconsejaba, y lo firmaron frente a un escribano. Antes, tuvieron que reservar en la misma Inspección de Justicia el nombre de la sociedad, el cual voy a omitir aquí porque los gobiernos entramados de trámites suelen ejercer una sutil venganza capturando a los ciudadanos en su telaraña pegajosa e interminable. Se ilusionaron al encontrar en la web todos los requisitos que debían cumplir, ya que suponían que iban a completar y entregar la documentación de la misma manera. Pero no; enseguida advirtieron que el portal únicamente les ofrecía los modelos y los formularios para imprimir y presentar después en una oficina de ladrillos y cemento. Era como comprar un altímetro y usarlo como plomada, en la punta de una cuerda, para medir la altura de un cerro o de un rascacielos. Así fue como descargaron varios formularios que debían llenar y firmar. Pero eso no era todo, también debían agregar el dictamen de un abogado que asegurara que los socios eran personas capaces; es decir, que tuvieran edad suficiente para constituir una sociedad y no estuvieran privados de hacerlo por disposición de un juez que los hubiera declarado mentalmente insanos, por ejemplo. En todos los casos se trataba de datos que están en poder del propio gobierno que los requiere, lo mismo que el certificado de falta de antecedentes penales, que también debieron tramitar, previo pago de una tasa, eso sí, por medio de la web y con tarjeta de crédito. El abogado debió informar además en su dictamen si los socios eran personas físicas o se trataba de un contrato entre sociedades, cuál era la denominación de la firma y si se había cumplido con la reserva de nombre, el monto del capital de la empresa, el domicilio social y una gran cantidad de datos que surgían del propio estatuto que se estaba presentando y de los trámites realizados ante el mismo organismo. Más o menos como preguntar de qué color era el caballo blanco de San Martín, pero con respuesta a cargo de un profesional.


    También tuvieron que pagar otros aranceles, aunque no todos de la misma manera. Uno de esos depósitos —insignificante, por otro lado— debieron realizarlo en la ventanilla del Banco Nación, aunque la autoridad había sumado la “facilidad” de efectuarlo en una de esas oficinas de pago rápido que existen en todos los barrios, después fotografiar el ticket y subirlo a Internet; una verdadera combinación de automóviles de alta gama y caballos de tiro.


    La causa por la cual los flamantes socios no podían pagar todos los aranceles que les exigían mediante tarjeta de crédito o transferencia bancaria es un verdadero misterio que hasta hoy continúa insondable, al menos si uno quiere ser diplomático y no referirse a la desorganización y desconsideración del poder público hacia los ciudadanos.


    El colmo de la exacerbación burocrática que llegó a arrancar a los jóvenes emprendedores una breve sonrisa no derivó tanto de la obligación de publicar edictos en el Boletín Oficial —el diario del gobierno— avisando que se constituía esa sociedad, sino de la carga de presentar la página del Boletín Oficial ante el mismo gobierno a fin de demostrar que los edictos se habían publicado. Afortunadamente, este sí fue un trámite que pudieron cumplir de manera online, pero uno se pregunta por qué un documento que consta en los archivos digitales del Estado debe ser aportado por los particulares.


    El capital social inicial debieron depositarlo en el Banco de la Nación Argentina, a nombre de la nueva sociedad y, por supuesto, tuvieron que exhibir el comprobante de ese depósito, aun cuando el Banco Nación tenga un sistema informático inteligente que le costó a los ciudadanos millones de dólares.


    Cuando finalmente se decidieron a contratar a un gestor que presentara los papeles ante el organismo, quien consiguió un turno mucho más adelantado del que a ellos les ofrecía el sistema, llegó la hora de la compra y rúbrica de los libros sociales, piezas dignas de una exposición de antigüedades del Estado o de un museo de la comunicación, como el que tiene el parque EPCOT en Disney World, con la representación de elementos que usaron los humanos para expresar su palabra desde la Edad de Piedra.


    Con la sociedad ya constituida, todo iba viento en popa, o así lo creyeron Nicolás y Benjamín. Se alegraron al comienzo cuando supieron que las autoridades les permitirían producir las uvas y el vino antes de hacer los trámites para la aprobación de su negocio. En realidad, no se trataba de que el gobierno les dejara hacerlo, sino que la producción durante cierto período era una condición ineludible para que pudieran iniciar la tramitación de los permisos.
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